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aunque aún no lo esté percibiendo, y que, por tanto, quedaría fuera de la nueva prestación andaluza”; 
y, por otra parte, el hecho de que la prestación estatal “está sufriendo reiteradas modificaciones para 
adaptarla a las circunstancias reales de la población destinataria”.

Desde la experiencia de las quejas tramitadas por esta Institución, podemos decir que al término del 
año no habíamos detectado reducción cuantitativa de las quejas sobre esta materia y sí, por el contrario, 
mayor confusión y desorientación en las personas que aspiran a una prestación mínima de sustento, en 
ocasiones desconocimiento de cuál es la prestación estatal y cuál la autonómica, creencias erróneas de 
que la cuantía arrojada por la prestación estatal es inferior por deducirse la autonómica y, en general, 
desamparo y desconfianza en las Administraciones.

Ello hace que tengamos que hacer una llamada de atención sobre tres aspectos: la reiterada necesidad acuciante de 
observar el plazo en la resolución de expedientes de renta mínima; el mantenimiento de la regulación de esta prestación 
andaluza y de su ámbito subjetivo, con las mejoras precisas; y la coordinación entre Administraciones, habida cuenta 
de que son los ciudadanos los que sufren las consecuencias y la desprotección de prácticas y decisiones carentes de 
consenso y de colaboración, o lo que es lo mismo, adoptadas sin consideración ni respeto a la ciudadanía a la que se 
dirigen.

1.3.2.3. Dependencia

1.3.2.3.1. Los procedimientos de la dependencia: reconocimiento o revisión de la situación y programa 
individual de atención

…

El Decreto-ley 24/2020, de 22 de septiembre, por el que, con carácter extraordinario y urgente, se adoptan medidas 
en materia de empleo y servicios sociales, como consecuencia de la situación generada por el coronavirus (COVID-19), 
basa la reforma de la Ley de Servicios Sociales de Andalucía en que el de la Dependencia es un “sistema altamente 
burocratizado”. A lo que el Acuerdo anteriormente mencionado, añade la circunstancia de 15.000 expedientes de 
personas en situación de dependencia moderada en sede de los servicios sociales comunitarios, sin que sus profesionales 
tengan capacidad para abordar la propuesta de PIA.

El Preámbulo de la norma, tras describir sucintamente el procedimiento dual de gestión del Sistema en Andalucía, 
achaca a este modelo la lentitud en la respuesta, provocada por “la intervención de distintos profesionales y distintas 
Administraciones, que demoran la respuesta a las necesidades sociales de las personas en situación de dependencia”. 
A ello añade que los plazos se han dilatado aún más “por la situación de confinamiento a causa de la crisis sanitaria 
provocada por la COVID-19”. Y concluye que la agilización de la respuesta a las personas en situación de dependencia 
no atendidas, pasa por diseñar un nuevo modelo de procedimiento, que permitirá “dar cumplimiento efectivo al plazo 
máximo establecido en la Ley de Dependencia para las resoluciones derivadas de la situación de dependencia”.

No objeta esta Institución que la complejidad de intervención de dos Administraciones (local y autonómica), en los 
procedimientos de dependencia incidan en sus deficiencias, ni discute los beneficios que puedan provenir de una mejora 
procedimental, que ciertamente nos parece necesaria. Pero, desde luego, estamos convencidos de que la misma es 
compatible con otras medidas, como el incremento de los profesionales de una u otra Administración y mediante la 
mejora en los instrumentos de gestión y en los de coordinación.

Por lo demás, un tradicional obstáculo del Sistema ha venido siendo su infradotación presupuestaria, como ha venido 
revelándose en las denuncias ciudadanas sobre la falta de valoradores (de la Administración autonómica, que incluso en 
algunas localidades son inexistentes en épocas puntuales); lo han afirmado los servicios sociales en las investigaciones 
de esta Institución, cuando han imputado la demora en su intervención en la propuesta de PIA, a no haber sido activado 
el expediente por la administración autonómica, para su tramitación en el programa Netgefys, o en no haber sido 
validado por esta última el expediente; e incluso lo han reconocido abiertamente las Delegaciones Territoriales, al 
acudir a la falta de disponibilidad presupuestaria como causa impeditiva del dictado de resoluciones estimatorias de 
prestaciones o recursos.

Así las cosas, aunque no prejuzgamos un procedimiento que desconocemos ni la potencialidad de su simplificación 
para ofrecer resultados positivos, hemos de defender la virtud de la intervención de los servicios sociales comunitarios 
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en la iniciación del procedimiento dirigido al reconocimiento de la situación de dependencia, al menos en un aspecto 
troncal de todo procedimiento, esto es: asegurar la correcta y completa conformación documental del expediente, 
previa a su remisión a la Administración autonómica, evitando con ello requerimientos de subsanación y, desde luego, 
informando y orientando a la ciudadanía en los trámites de un proceso bastante incomprensible para muchas personas. 
El principio es simple: bien acaba lo que bien comienza.

Confiamos en que la simplificación procedimental tenga en cuenta este elemento y contribuya a mejorar 
las expectativas de las miles de personas en listas de espera a las que alude la norma, como pieza adicional 
a otras medidas que permitan respetar por fin el plazo máximo legal de la Ley 39/2006.

Dentro de lo que ha venido siendo la tónica anual, hemos de concluir indicando que en el último trimestre 
del año se ha advertido una mejora en la respuesta a la ciudadanía de la Administración autonómica, que 
ha culminado con la aceptación de su justa pretensión. Destaca especialmente, desde la perspectiva de 
nuestras investigaciones a instancia de parte, los resultados obtenidos de la Delegación Territorial en Sevilla 
de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, que ha resuelto favorablemente el 72 % de las 
peticiones dirigidas por nuestra parte.

1.3.2.4. Personas mayores
Las personas mayores han sido protagonistas involuntarias del año 2020, debido a la mayor incidencia del 

coronavirus sobre su salud, hasta el punto de ser el grupo poblacional con mayor número de fallecidos.

Esta triste realidad se agrava en los casos en que la persona mayor vive en un hogar colectivo, como el de 
los Centros residenciales, cifrándose en 25 700 los fallecidos en el conjunto de los de España por coronavirus 
(confirmado o por síntomas compatibles), que en Andalucía se concretan en 1577 personas desde el inicio 
del brote y hasta el mes de enero de 2021, o lo que es lo mismo, las personas mayores representan un 28,51 
% del total de muertes por esta causa en nuestra comunidad autónoma.

La crisis sanitaria ha servido para poner el acento sobre el trato que la sociedad, la Administración y sus 
familias, dispensan a las personas mayores; sobre los recursos más dignos para apoyar sus limitaciones; sobre 
sus necesidades en las Residencias y, respecto de estos Centros, ha cuestionado su modelo organizativo y 
de prestación, el de atención sanitaria a sus moradores e incluso el concepto mismo de Centro residencial.

Las carencias de los Centros sociosanitarios (modelo de cuidados y atención, financiación, cualificación y 
reconocimiento profesional o dignidad salarial, entre otras), los interrogantes que plantea y las aportaciones 
de las personas vinculadas a dicho entorno, las recogimos en el Informe Extraordinario de octubre de 2020, 
Derechos de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera ola de la pandemia, al que nos remitimos para 
evitar la reiteración.

El 27 de diciembre de 2020 comenzó la vacunación frente al coronavirus en los Centros residenciales 
andaluces, de conformidad con la Estrategia de vacunación COVID-19 en España del Ministerio de Sanidad, 
sus etapas y grupos de priorización. Confiamos en que una vez que la grave crisis sanitaria ceje en su 
virulencia y nuestra sociedad recobre el sosiego, se recorra la senda que lleve a una respuesta consensuada 
que resuelva problemas directamente vinculados a la dignidad humana en las Residencias que constituyen el 
hogar sustitutorio de las personas mayores.

Cuando hablamos de dignidad, sin embargo, lo hacemos también de observancia de derechos subjetivos 
de carácter social y de respeto a la voluntad individual en las decisiones que adopta la Administración para 
su efectividad. Es decir, la dignidad comporta hacer efectivos en plazo los derechos de las personas mayores 
en situación de dependencia y considerar como servicio idóneo y adecuado a sus necesidades, aquel que 
preserve sus lazos afectivos y familiares.

Precisamente el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 28 de agosto de 2020, al que aludimos en el apartado 
de análisis de la dependencia, contempla la priorización de expedientes de este ámbito para personas con 
dicha situación reconocida en cualquiera de sus grados y en riesgo de aislamiento social, que viviendo solas 
en su domicilio tengan prescrito un servicio. El Preámbulo del referido Acuerdo, además de vincular la 
soledad de vida no deseada con las personas mayores (Plan Estratégico Integral para personas mayores en 
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